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SEXTA SESIÓN DEL GRUPO DE TRABAJO INTERGUBERNAMENTAL DE COMPOSICIÓN ABIERTA CON EL MANDATO DE ELABORAR UN INSTRUMENTO INTERNACIONAL JURÍDICAMENTE VINCULANTE SOBRE EMPRESAS TRANSNACIONALES Y OTRAS EMPRESAS CON RESPECTO A LOS DERECHOS HUMANOS
Martes, 27 de octubre de 2020
ARTÍCULO 5
Señor Presidente,
Ecuador comprueba que este artículo (antes denominado “prevención” y ahora “protección de las víctimas”), incluye obligaciones de los Estados con relación a las víctimas, de manera que se ha procurado pulir y afinar técnicamente la redacción en esta Segunda Versión Revisada de instrumento vinculante. 

Sin embargo, lo que se presenta como obligaciones del Estado en realidad es una manera de hacer referencia a derechos procesales de las víctimas. Consideramos que presentar la formulación de los tres numerales de este artículo como derechos de las víctimas y no tanto como obligaciones del Estado, podría facilitar, no sólo coherencia con lo señalado en el artículo 4, sino también una integración en una noción más amplia de acceso a la justicia y, por tanto, como derechos procesales de las víctimas. 
Adicionalmente, debería reflexionarse acerca de la relación entre los artículos 4 y 5 de la versión actual (sea que se formulen de manera separada o se fusionen) con relación al artículo 7, sobre “acceso a remedio” (access to remedy). Reiteramos que una noción general de acceso a la justicia, permitiría unificar conceptualmente estos tres artículos y disponer de un marco con relación al artículo sobre “prevención” en el artículo 6 (prevention) y sobre “responsabilidad jurídica” en el artículo 8 (legal liability). 

ARTÍCULO 6
Este artículo sobre prevención, contiene en esencia lo establecido en el artículo 5 en la Primera Versión Revisada de instrumento vinculante, con ciertas mejoras técnicas que resultan pertinentes.

Al respecto, el Ecuador únicamente sugiere que se reflexione acerca de la conveniencia de mantener el primer numeral, cuyo contenido podría quizá incluirse en otras disposiciones del instrumento, ya que no se refiere únicamente a la idea de prevención, sino en general a la obligación de los Estados de hacer que las empresas respeten los derechos humanos. 

Alternativamente, si se desea que dicho primer numeral se mantenga, podría incluirse una referencia a la obligación del Estado de establecer, desarrollar y mantener un marco de políticas y normativa que se dirijan, precisamente, a garantizar que se cumple con un programa de prevención de abusos de derechos humanos por parte de las empresas. 

ARTÍCULO 7

Ecuador considera oportuno que se haya introducido este artículo denominado “acceso a remedio” (access to remedy), el cual no existía con esta denominación en la anterior versión de instrumento vinculante. Sin embargo, el artículo establece una serie de obligaciones para los Estados, y no se formulan en el sentido de que constituyan derechos de las víctimas. 
Podría entenderse que la idea de “acceso a remedio” como sinónima de la noción de “acceso a la justicia”. Sin embargo, consideramos que utilizar la expresión acceso a la justicia, no sólo resultaría más congruente con la normativa nacional (pues el artículo 75 de la Constitución del Ecuador utiliza la expresión derecho de acceso a la justicia), sino también con la noción interamericana (en la que jurisprudencialmente se habla de acceso a la justicia a partir de los artículos 1, 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos) y, en fin, resultaría más acorde al Objetivo de Desarrollo Sostenible 16.3, que utiliza la expresión “garantizar el igual acceso a la justicia para todos” (ensure equal access to justice for all).
La noción de acceso a la justicia incluye los diversos aspectos de la protección de las víctimas, sean estatales o no estatales, y en sus cuatro dimensiones fundamentales, es decir, el acceso al medio de solución, la solución mediante una decisión fundamentada, el acceso a recursos establecidos y el acceso a una reparación efectiva.

Al contrario, la idea de remediación, reparación o resarcimiento podría únicamente entenderse en algunos sistemas como el acceso a una compensación monetaria o el acceso a los recursos procesales legalmente establecidos, lo que no abarcaría adecuadamente toda la dimensión de la protección de la víctima que sí está contemplado en la noción integral de acceso a la justicia. 

En este sentido, proponemos que se considere la utilización de una noción general de acceso a la justicia, entendido como un derecho de las víctimas (de carácter procesal o procedimental) y meramente como obligaciones del Estado. Ello permitirá, posiblemente, hacer aún más congruentes los artículos referentes a los derechos de las víctimas, la protección de las víctimas, la responsabilidad jurídica y la prevención, en concordancia con este artículo 7, cuya inclusión consideramos acertada con las matizaciones que acabamos de expresar.

Muchas gracias, señor Presidente.

